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RESUMEN (ABSTRACT).

La responsabilidad de proteger, es un concepto reciente que surge en el seno de las Naciones Unidas de-
bido al avance y transformación de la comunidad internacional, así como con el objetivo de que no se vuelvan 
a repetir atrocidades en masa tales como las acontecidas en Rwanda y Bosnia, entre otras. 

Esta doctrina fue aceptada internacionalmente tras la Cumbre Mundial de 2005 y ha sido aplicada una 
sola vez, en Libia en 2011. No obstante, las numerosas críticas que ha recibido desde su nacimiento y sobre 
todo, después de su aplicación, así como el hecho de que no haya vuelto a aplicarse desde entonces, nos lleva 
a preguntarnos: ¿Qué se entiende por responsabilidad de proteger?, ¿Aporta alguna novedad?, ¿Es viable 
su aplicación?, ¿Se puede preveer su futuro empleo?. A todas estas preguntas y algunas más se pretende dar 
respuesta en el siguiente documento. 

PALABRAS CLAVE: responsabilidad, soberanía, veto, Libia, Siria, Naciones Unidas, intervención y 
derechos humanos. 
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1.   Introducción.

1.1.  Introducción al objeto de estudio. 
El presente trabajo tiene como objeto la realiza-

ción de un análisis del concepto de “responsabilidad 
de proteger” (RtoP o R2P por sus siglas en inglés: 
Responsability to Protect) desde su nacimiento en 
2001 con el informe realizado por la Comisión In-
ternacional sobre Intervención y Soberanía de los 
Estados (CIISE) hasta la actualidad, haciendo espe-
cial hincapié en los documentos que establecen su 
aprobación por parte de la Asamblea General de la 
ONU. Asimismo, se expondrán los casos de Libia y 
Siria como ejemplos de la aplicación e inaplicación 
—respectivamente— del mismo, tratando de comple-
mentar la parte teórica de este trabajo y ahondar en 
la significación y realidad de este concepto. 

La finalidad de este documento radica, enton-
ces, en determinar el alcance y límites de la respon-
sabilidad de proteger, así como los problemas que 
plantea en su aplicación y las críticas y debates que 
ha suscitado desde su nacimiento, con el fin de, no 
sólo llegar a comprender este concepto, sino tam-
bién de ser capaces de prever si tiene perspectivas 
de futuro. 

Por otro lado, la elección del tema se debe, 
esencialmente, a la actualidad de este concepto y su 
importancia en la esfera de las relaciones internacio-
nales, al afectar a elementos tan importantes como el 
principio de no injerencia en los asuntos internos de 
otro Estado, la prohibición del uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales, etc. Además, considero 
que es un concepto que en cierto modo ejemplifica 
la evolución de la comunidad internacional, de las 
relaciones internacionales y del Derecho interna-
cional de las últimas décadas, pues nos encontramos 
ante una sociedad post westfaliana en la que el res-
peto de los derechos humanos tiene una gran impor-
tancia y la interrelación de los Estados, así como la 
preocupación acerca de la paz y seguridad interna-
cionales son esenciales, ya que su mantenimiento 
es una cuestión ante la que hay que actuar de forma 
conjunta. 

1.2.  Planteamiento del estudio. 
En este trabajo la cuestión de la responsabilidad 

de proteger se tratará, en su mayoría, en el marco 
del Derecho Internacional, tratando temas como 
su relación con la Carta de las Naciones Unidas, el 
Derecho humanitario, la doctrina del bellum iustum, 
etc. No obstante, con el fin de conseguir una mayor 
profundización en el entendimiento del mismo, se 
considerará también que este concepto se encuentra 
dentro de la teoría neoliberalista institucionalista, al 
tratarse de la defensa de unos valores entendidos 
como comunes a través de las instituciones interna-
cionales, en este caso las Naciones Unidas. 

Como bien expone Barbé (2007: 75-80), en 
el neoliberalismo encontramos una evolución del 
marco teórico de las Relaciones Internacionales que 
deja atrás la armonía de intereses y el cosmopoli-
tismo —entendido como gobierno mundial— como 
fines principales, y que apuesta por el instituciona-
lismo, centrado en conseguir la cooperación entre 
un grupo de Estados democráticos en los temas de 
la agenda internacional. Son estas instituciones las 
que tienen la capacidad suficiente como para modifi-
car los comportamientos de los Estados mediante la 
conformación de percepciones y expectativas, con-
trarrestando así la anarquía mundial y cumpliendo 
unas funciones para con el orden y seguridad inter-
nacionales (Vallejo, 2011). 

En el tema tratado en las siguientes páginas 
también se encontrarán elementos del neorrealis-
mo, ya que al contrario que los neoliberales —que 
se centran más en cuestiones económicas 
y medioambientales— éstos entienden que los 
Estados deben estar preocupados por las cuestiones 
de seguridad y por las causas y efectos de las guerras 
en el sistema internacional anárquico en evolución. 

Si atendemos ahora a la estructura de este tra-
bajo, cabe mencionar que ha sido dividido en seis 
capítulos, buscando así facilitar y mejorar la com-
prensión del tema que nos incumbe.
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Tras la presente introducción, se comenzará 
con una breve exposición de los antecedentes de 
este concepto y las causas que permitieron su na-
cimiento. A continuación nos adentraremos en el 
plano teórico que lo envuelve, tratando su creación, 
definición, y su evolución en los diferentes docu-
mentos de las Naciones Unidas, para más tarde ex-
poner la aplicación del mismo. En el quinto capítu-
lo de este trabajo se examinarán los debates que ha 
suscitado este concepto en el ámbito político y aca-
démico, mostrando las diferentes posturas que en-
contramos ante la responsabilidad de proteger, así 
como las críticas que se le han hecho. Finalmente se 
presentarán las conclusiones extraídas del conjunto 
de este documento. 
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2.  ANTECEDENTES. 

Antes de comenzar a explicar qué se entiende 
por responsabilidad de proteger, es preciso reali-
zar una breve contextualización de este concepto 
que nos permita saber por qué nace, en qué cir-
cunstancias, sobre qué bases teóricas se asienta, 
etc. Para ello debemos situarnos en un escenario 
posterior a la Guerra Fría, en el que las conse-
cuencias de los conflictos armados para la pobla-
ción civil comienzan a ser objeto de la atención 
de una comunidad internacional en evolución que 
otorga una mayor relevancia a los asuntos relacio-
nados con el respeto a los derechos humanos. 

Tras los asesinatos en masa y los desastres 
humanitarios acaecidos principalmente en Soma-
lia(1991-1994), Ruanda(1994), Bosnia(1995) y 
Kosovo(1999) en los que la comunidad interna-
cional no tomó medidas decisivas o fracasó en su 
intento de proteger a los civiles en riesgo, fueron 
muchas las voces que se alzaron —Estados, orga-
nizaciones internacionales, académicos…— pi-
diendo un cambio en el marco de las relaciones 
internacionales que permitiese dar una respuesta 
adecuada y a tiempo a estas emergencias graves 
de índole humanitaria, independientemente de 
la parte del mundo en la que surgiesen (Añaños, 
2009). Así pues, las campañas de limpieza étnica, 
las políticas genocidas y el desplazamiento masivo 
de personas que acompañaron a las guerras civiles 
y conflictos políticos de esas décadas ayudaron a 
reenfocar la atención internacional, desplazando 
el foco de la seguridad del Estado al individuo 
(MacFarlene. y Foong, 2006; citados en Escriña, 
2014: 105), o en palabras de Fernández (2011), 
produciendo un cambio en lo que se entiende 
por mantenimiento de la paz y seguridad interna-
cionales, pasando así de entender la paz como el 
mantenimiento del status quo establecido tras el 
fin de la Segunda Guerra Mundial a entenderla de 
forma positiva, de tal manera que no sólo impli-
que seguridad, sino también justicia y el respeto 
de los derechos humanos. 

A partir de la década de los noventa del siglo XX 
surgen debates académicos y políticos, y con ellos 
nuevos conceptos como el de “nuevas guerras”, 
“seguridad humana” y la “doctrina de intervención 
humanitaria” con el propósito de justificar la in-
tervención de la Organización de Naciones Unidas 
(ONU) y de otros grupos de Estados para hacer fren-
te a este tipo de crisis a las que nos hemos estado 
refiriendo (Obenland y Pingeot, 2014). Profundice-
mos ahora en estos conceptos. En primer lugar, el 
término “nuevas guerras” acuñado por Mary Kaldor 
(Kaldor,1996 citado en Escriña, 2014) se entiende 
como la existencia de una nueva forma de violencia 
organizada característica de la globalización donde 
no existen las fronteras y encontramos elementos 
de la guerra clásica, el crimen organizado y de las 
violaciones masivas de derechos humanos. En estas 
“nuevas guerras” el terror ya no sólo es un medio, 
sino un objetivo en sí mismo, ya que el fin es cau-
sar el máximo daño posible y llamar la atención de 
los medios de comunicación y opinión pública inter-
nacionales. Además, destaca la ideologización de la 
violencia y la creciente asimetría de los conflictos, lo 
que demuestra la pérdida del monopolio de la vio-
lencia por parte del Estado. 

En segundo lugar, nos encontramos ante el 
concepto de “seguridad humana”, que aparece re-
cogido en 1994 en el Informe sobre el Desarrollo 
Humano (PNUD, 1994) del Programa de Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD), donde se 
concibe como la “libertad o ausencia de necesidad 
y miedo” (freedom from want y freedom from fear) 
necesarias para obtener una seguridad global (Va-
llejo, 2011: 8-10). La seguridad simboliza aquí la 
protección por la vida y dignidad humanas contra 
enfermedades, hambre, desempleo, conflicto social, 
represión policial, aumento de la contaminación 
etc. (PNUD, 1994: 25-28). Una vez más podemos 
observar como la integridad del individuo y la reafir-
mación de sus derechos fundamentales –recogidos 
en documentos como la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948 y los Pactos de 1966 
(Zabaleta, 2014)— adquieren un mayor protagonis-
mo en la esfera internacional. 
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Si tenemos en cuenta todo lo expuesto anterior-
mente, no es de extrañar que el Consejo de Seguri-
dad empezase a considerar las graves violaciones de 
derechos humanos que se producían en el interior 
de las fronteras de los Estados como amenazas a la 
paz y la seguridad internacionales, llegando incluso 
a autorizar el uso de la fuerza en los casos de Somalia 
y Ruanda (Ruiz Giménez, 2005 citado en Escriña, 
2014). No obstante, esta reconsideración no se dio 
de la noche a la mañana, sino que fue fruto de un 
proceso cuyo comienzo podríamos situar en el 31 
de enero de 1992, cuando el Consejo se reunió a ni-
vel de Jefes de Estado y de Gobierno para examinar, 
en su 3046ª sesión, la responsabilidad del Conse-
jo de Seguridad en el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales, concluyendo que la paz y 
la prosperidad son indivisibles y que para lograrlas 
es necesaria la cooperación internacional. (Escriña, 
2014: 101-102). En consecuencia, hallamos un 
consenso generalizado en torno a la intervención 
humanitaria, que recobra así su papel en el contexto 
normativo internacional a partir de la década de los 
noventa y al papel de la prevención dentro del reno-
vado sistema de seguridad colectiva. 

Por otro lado, el concepto de intervención 
humanitaria es muy controvertido. En un sentido 
amplio englobaría el “conjunto de actividades y ac-
tuaciones que diferentes agentes internacionales 
realizan en el marco de los actuales conflictos béli-
cos con el propósito de aliviar el sufrimiento de la 
población civil, exista o no consentimiento de las au-
toridades del Estado intervenido o se autorice o no la 
fuerza militar” (Ruiz Giménez, 2005 en Fernández, 
2011: 78). En un sentido más restrictivo se limita-
ría a la utilización de la fuerza militar. En cualquier 
caso, la Carta de las Naciones Unidas no la contem-
pla explícitamente, ya que va en contra de tres de los 
principios más básicos del derecho internacional: la 
soberanía de los Estados, la no intervención en los 
asuntos internos de otros Estados y la prohibición 
del uso de la fuerza en las relaciones internacionales. 
A esto hay que sumarle la controversia que suscitó 
al ser considerada como una nueva expresión de la 
vieja lógica civilizatoria e imperialista. Sin embargo, 

aunque este tipo de intervenciones no se encuentran 
contempladas en la Carta, si están relacionadas di-
rectamente con el Consejo de Seguridad, en el que 
encontramos autorizaciones a los Estados miembros 
para usar la fuerza—individualmente, en coalición o 
a través de organizaciones regionales— y a partir de 
1999 autorizaciones a las operaciones para el man-
tenimiento de la paz bajo el Capitulo VI, e imposi-
ción de la paz enmarcadas dentro de la interpreta-
ción extensiva del Capitulo VII de la Carta. Bajo este 
mismo Capítulo se encontraría la responsabilidad de 
proteger, a la que ya comenzaban a aludir de forma 
implícita autoridades como el por entonces Secreta-
rio General Kofi Annan, que a comienzos del mile-
nio diría:

“La intervención humanitaria es una cuestión 
delicada, plagada de dificultades políticas y sin 
soluciones fáciles. Pero sin duda no hay ningún 
principio jurídico —ni siquiera la soberanía— que 
pueda invocarse para proteger a los autores de 
crímenes de lesa humanidad. En los lugares en 
que se cometen esos crímenes y se han agotado 
los intentos por ponerles fin por medios pacíficos, 
el Consejo de Seguridad tiene el deber moral de 
actuar en nombre de la comunidad internacion-
al. El hecho de que no podamos proteger a los 
seres humanos en todas partes no justifica que no 
hagamos nada cuando podemos hacerlo. La in-
tervención armada debe seguir siendo siempre el 
último recurso, pero ante los asesinatos en masa 
es una opción que no se puede desechar.” 

(AG, 2000: 45)

En el párrafo anterior se hace referencia a otro 
importante elemento que explicaría, no sólo el por 
qué la intervención humanitaria encuentra justifi-
cación, sino también el nacimiento del concepto de 
responsabilidad de proteger. La evolución la noción 
de soberanía nacional.

Durante todo el siglo XX la soberanía había 
sufrido limitaciones con el crecimiento de la regula-
ción internacional—sin que esto afectase a su conte-
nido—, aumentando de esta manera las obligaciones 
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y deberes de los Estados como consecuencia de la 
expansión de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario (Añaños, 2009: 179). 
Asimismo, ya en 1996 el por entonces Relator Es-
pecial sobre los Derechos Humanos de los Des-
plazados Internos de la ONU, Francis Deng fue el 
co-autor de una obra titulada “La soberanía como 
Responsabilidad” y en 1998 Kofi Annan realizaría 
algunas observaciones sobre este asunto durante 
un discurso realizado para la Fundación Ditchley 
en el Reino Unido, en el que diría que la soberanía 
implica responsabilidades y no sólo poder, ya que la 
Carta se creó para proteger la soberanía de los pue-
blos (Obenland y Pingeot, 2014: 9- 11). Como diría 
Espósito (2004), la aceptación de que la soberanía 
implica tanto derechos como responsabilidades —lo 
que se conoce como soberanía dual—, como la de 
proteger a las poblaciones en situaciones de extrema 
vulnerabilidad, es lo que permite surgir el concepto 
de responsabilidad de proteger. 

Por otro lado, me permito recordar aquí el papel 
que jugó el Tribunal de Nuremberg (1945-1946) y 
normas como la Convención de 1948 sobre Geno-
cidio, los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Pro-
tocolos Adicionales o el Estatuto de Roma de 1998, 
que sentaron un precedente muy importante en re-
lación con los delitos graves a nivel internacional —
genocidios, depuración étnica, crimenes de guerra y 
crímenes de lesa humanidad1— que tratará la respon-
sabilidad de proteger. 

Finalmente, en el año 2000, en el marco de la 
Cumbre del Milenio de Naciones Unidas, el Gobier-
no de Canadá creó la Comisión Internacional sobre 
Intervención y Soberanía de los Estados (CIISE), 
encargada —entre otras cosas— de proponer crite-
rios para la intervención. Un año más tarde publi-
caría un informe titulado “La Responsabilidad de 
Proteger” que introduciría este concepto de forma 
oficial por primera vez. 

1  Ver anexo.
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3.  Nacimiento y evolución de la 
responsabilidad de proteger. 

3.1.  Acta Constitutiva de la Unión Africana.
Antes de que se publicase el informe del CIISE 

—entendido como el punto de partida de la R2P—, ya 
en el Artículo 4 de la Carta Constitutiva de la Unión 
Africana, que entró en vigor el 26 de mayo de 2001, 
encontramos la primera manifestación “legislativa” 
de la figura de la responsabilidad de proteger de for-
ma explícita. En este artículo se establece que dos 
de los principios por los que se regirá la Unión Afri-
cana serán: el derecho de la Unión a intervenir en 
un Estado miembro en virtud de una decisión de la 
Asamblea en caso de circunstancias graves, a saber: 
crímenes de guerra, genocidio y crímenes contra la 
humanidad (4.h) y el derecho de los Estados miem-
bros a solicitar la intervención de la Unión con el fin 
de restaurar la paz y la seguridad (4.j) (Gutiérrez y 
Cervell, 2014: 44-45). Esto iría en contra de la Car-
ta de la Organización de los Estados Americanos, 
donde se prohíbe la intervención “directa o indirec-
tamente y sea cual fuere el motivo, en los asuntos in-
ternos o externos de otro Estado”, como así señala 
Chomsky (2009). 

Aunque no es el momento de analizar el avance 
normativo y conceptual de la responsabilidad de pro-
teger y la actuación en las situaciones de conflicto 
dentro de la Unión Africana, sí me parece importan-
te destacar este hito histórico, por ser la primera vez 
que se hace referencia en un tratado internacional al 
concepto objeto de este trabajo. Además, la Unión 
Africana será una importante defensora de que las 
organizaciones regionales, en las áreas próximas a 
los conflictos, estén autorizadas para adoptar accio-
nes ante los casos de violaciones graves de los dere-
chos humanos, genocidio etc. argumentando que la 
Asamblea General y el Consejo de Seguridad a me-
nudo se encuentran lejos de los lugares en conflicto 
y pueden no encontrarse en la mejor posición para 
analizar correctamente los mismos (Unión Africana, 
2005 en Escriña, 2014: 230). Este debate en torno 
a la autoridad competente será uno de los temas tra-

tados en este trabajo y por lo tanto se irá analizando 
en mayor profundidad a lo largo del presente docu-
mento. 

3.2.  Informe de la CIISE 2001.
Como ya se ha adelantado en el capítulo ante-

rior, en el año 2000 el Gobierno de Canadá, bajo 
la iniciativa del por entonces Ministro de Relacio-
nes Exteriores Lloyd Axworthy, creó la Comisión 
Internacional sobre la Intervención y Soberanía de 
los Estados, una comisión plural formada por doce 
miembros expertos en operaciones de gestión de 
crisis, mantenimiento de la paz, Derecho interna-
cional humanitario etc. de todos los continentes 
(Gutiérrez,2014: 5-8), en el que se encuentran 
sus dos presidentes: Gareth Evans —exministro de 
Asuntos Exteriores de Australia y Presidente del 
International Crisis Group (ICG)— y Mohamed Sah-
noun, ex-Representante Especial del Secretario Ge-
neral en Somalia y Grandes Lagos. Paralelamente, el 
sucesor de Axworthy como Ministro de Relaciones 
Exteriores de Canadá, John Manley, creó una Junta 
Consultiva internacional con el objetivo de ayudar a 
la Comisión a contextualizar el mundo actual (Escri-
ña, 2014: 192). 

Un año más tarde la CIISE emitió su informe di-
rigido al Secretario General de las Naciones Unidas 
Kofi Annan, “La Responsabilidad de Proteger”, en 
el que acuñó este término y que supondría el punto 
de partida de los debates sobre su futura incorpora-
ción en la ONU (Añaños, 2009: 166). Un análisis 
de este informe nos permite concluir que en él en-
contramos dos elementos fundamentales: la imposi-
ción de una doble obligación en términos de respon-
sabilidad —estatal e internacional— y la definición de 
este concepto a través de sus tres áreas o pilares. 

3.2.1.  La doble responsabilidad.
Como señalan Gutiérrez y Cervell (2014: 29-

34) la responsabilidad de proteger surge en un con-
texto en el que el Derecho internacional está evo-
lucionando y la idea de que la soberanía territorial 
de los Estados y el principio de no intervención no 
pueden ser un impedimento para salvaguardar las vi-
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das de los civiles en el caso de genocidios, limpiezas 
étnicas o masacres generalizadas, va ganando peso. 
Estos autores también defenderán que este concep-
to propuesto por la CIISE se inspira en la doctrina 
de la intervención humanitaria, compartiendo ele-
mentos con ella pero sin que lleguen a confundirse, 
dado que la R2P se aparta de esta doctrina en aspec-
tos como la concertación de los casos en los que ha 
de aplicarse, no se aplica al supuesto de protección 
de la vida y propiedades de los nacionales en el ex-
tranjero y la autorización del Consejo de Seguridad 
es necesaria. 

Así pues, la Comisión parte de la concepción de 
soberanía dual mencionada en el capítulo anterior, 
refiriéndose a esta responsabilidad como un “de-
ber” y “obligación” a lo largo de su informe. En él 
pone especial atención en la noción de que las auto-
ridades estatales son responsables ante los ciudada-
nos a nivel interno y ante la comunidad internacional 
a través de las Naciones Unidas, y que los agentes 
del Estado son responsables de sus actos y han de 
rendir cuentas tanto de éstos como de sus omisio-
nes. Asimismo, la soberanía conlleva el deber exter-
no de respetar la soberanía de otros Estados —como 
recoge el párrafo 7 del Artículo 2 de la Carta de las 
Naciones Unidas— y el deber interno de respetar la 
dignidad y los derechos básicos de la población del 
Estado (CIISE, 2001: 9,14) Como vemos se trata de 
una propuesta amplia en términos de soberanía po-
sitiva o condicionada (Estébanez, 2015: 4), donde 
se pone de manifiesto que incumbe al propio Estado 
soberano la responsabilidad principal de proteger la 
vida de sus ciudadanos y promover su bienestar, y 
que sólo cuando la población esté sufriendo graves 
daños como resultado de una guerra civil, una in-
surrección, la represión ejercida por el Estado o el 
colapso de sus estructuras, y ese Estado no quiera, 
no pueda atajar o evitar dichos sufrimientos o sea el 
causante de los mismos, la comunidad internacional 
tendría la responsabilidad subsidiaria o secundaria 
de proteger a esas poblaciones, primando la respon-
sabilidad de proteger sobre el principio de no inter-
vención (CIISE, 2001: 18, 53). 

3.2.2.  Las tres áreas de la R2P. 
Otro de los aspectos que caracterizan la respon-

sabilidad de proteger y que la diferencian de lo que 
se llamó el “derecho a intervenir” es la existencia 
de tres áreas de actuación ante una catástrofe real 
o inminente: la responsabilidad de prevenir, la res-
ponsabilidad de reaccionar y la responsabilidad de 
reconstruir (CIISE, 2001: 21-50). 

La responsabilidad de prevenir es la primera 
fase y la más importante de la R2P. En este informe 
se establece que el objetivo fundamental de las ini-
ciativas de prevención debe ser evitar que la pobla-
ción civil sea víctima de violaciones graves de los de-
rechos humanos resultantes de un conflicto interno, 
así como la de reducir y, de ser posible eliminar la 
necesidad de intervenir en el conflicto cuando éste 
se haya producido. 

Para la correcta prevención de los conflictos 
deben darse tres condiciones: conocer bien la situa-
ción y los riesgos que conlleva —alerta temprana—, 
poder prever la eficacia de las medidas que se vayan 
a desarrollar —utillaje preventivo— y la existencia de 
voluntad política por parte del Estado y de apoyo por 
parte de la comunidad internacional.2

Los mecanismos de prevención pueden ser po-
líticos y diplomáticos, económicos, jurídicos y mi-
litares. En el primer tipo se encontrarían medidas 
como el envío de misiones de investigación, la crea-
ción de comités, llamamientos internacionales etc. 
En el segundo, estarían englobadas tanto las medi-
das económicas positivas —promesas de nuevos fon-
dos o inversiones, mejores relaciones de intercam-
bio…— como negativas, es decir, aquellas basadas 
la amenaza de sanciones comerciales y financieras, 
la retirada de inversiones o ayudas etc. Algunas de 
tipo jurídico son: el despliegue de observaciones 

2  Para más información sobre la prevención de los 
conflictos ver el Informe del Secretario General sobre 
la prevención de los conflictos del 7 de junio de 2001 
(A/55/985-S/2001/574) así como la Resolución 1366 
(2001) del Consejo de Seguridad y el documento emitido 
por la Asamblea General en 2003 (57/337).
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y la amenaza de imponer sanciones jurídicas inter-
nacionales. Finalmente, dentro de los mecanismos 
militares se encontrarían las amenazas de “castigo” 
e intervención. No obstante, como indica la CIISE 
(2001) en los párrafos 3.42 y 3.43:

 “[…]Es necesario que la comunidad interna-
cional modifique su mentalidad y pase de una 
“cultura de la reacción” a una “cultura de la pre-
vención ”. Para lograrlo […] habrá que disponer 
de “normas sobre la responsabilidad de los Esta-
dos Miembros y para contribuir al establecimien-
to de prácticas de prevención en los planos local, 
nacional, regional y mundial. Esta es una tarea 
que está pendiente desde hace demasiado tiem-
po. Si no nos comprometemos verdaderamente 
con la prevención de conflictos […] nuestros se-
mejantes seguirán siendo asesinados inútilmente 
[…] Ha llegado el momento de que todos asuma-
mos la responsabilidad práctica de impedir esta 
pérdida innecesaria de vidas humanas y nos 
dispongamos a actuar para prevenir y no sólo 
después de que se haya producido un desastre”. 

Es por tanto preciso dedicar más recursos pú-
blicos a la alerta temprana y al análisis y respuesta 
de las causas profundas de los conflictos —pobreza, 
represión política, desigual distribución de los re-
cursos…—, así como formular estrategias eficaces de 
prevención a largo plazo, dejando atrás el desequi-
librio actual entre el gran apoyo retórico y el escaso 
respaldo financiero y político a la prevención. 

Pasemos ahora al segundo ámbito de la R2P, la 
responsabilidad de reaccionar, que se dará cuando 
las medidas preventivas no hayan surtido efecto. En 
el párrafo 1.38 de este informe se especifica:

“El tipo de intervención de que trata este informe 
es la acción emprendida contra un Estado o sus 
dirigentes, sin su consentimiento, por motivos 
humanitarios o de protección. La forma más 
controvertida de esta clase de intervención es la 
militar y gran parte de nuestro informe ha de 
centrarse necesariamente en ella”. 

Para que la intervención militar esté justificada 
deben cumplirse los seis “principios para la inter-
vención militar” fijados por la CIISE: existencia de 
una autoridad competente, causa justa, intención 
correcta, último recurso, medios proporcionales 
y posibilidades razonables de éxito. Este informe 
señala al Consejo de Seguridad como órgano com-
petente para autorizar este tipo de intervenciones, 
apoyándose en el Artículo 24.1 de la Carta, que dice:

 “A fin de asegurar acción rápida y eficaz por 
parte de las Naciones Unidas, sus Miembros 
confieren al Consejo de Seguridad la respons-
abilidad primordial de mantener la paz y la 
seguridad internacionales, y reconocen que el 
Consejo de Seguridad actúa a nombre de ellos al 
desempeñar las funciones que le impone aquella 
responsabilidad”. 

(Naciones Unidas, 1945: 21) 

Asimismo, se entiende que el Consejo de Se-
guridad está facultado para determinar la existencia 
o no de crímenes y atrocidades en masa de acuerdo 
con el Art. 39 de la Carta de las Naciones Unidas. 
Consecuentemente, a este órgano se le atribuye la 
capacidad de actuar como instancia vigilante de la 
actuación de los Estados en las tres áreas de la R2P 
bajo los Capítulos VI y VII de la Carta. No obstan-
te, para que este órgano funcione correctamente 
los cinco miembros permanentes del Consejo de 
seguridad —República Popular China, Francia, Fe-
deración Rusa, Reino Unido y los Estados Unidos 
de América— deberían renunciar de mutuo acuerdo 
a ejercer su derecho de veto para no obstaculizar la 
aprobación de resoluciones que autoricen este tipo 
de intervenciones. En el caso de que el Consejo de 
Seguridad no actúe será la Asamblea General la en-
cargada de examinar la cuestión en un periodo ex-
traordinario de sesiones. También es contemplada 
por la CIISE la opción de que una organización re-
gional pueda actuar dentro de su zona de jurisdic-
ción y posteriormente —ex post facto— solicite la 
autorización del Consejo de Seguridad (Fernández, 
2011: 96). Sobre la cuestión del derecho de veto 
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volveremos en los siguientes capítulos del presente 
trabajo. 

Continuando con la explicación de estos “princi-
pios para la intervención militar”, en el párrafo 4.18 
del informe se define la causa justa como la existen-
cia de un daño humano grave e irreparable que pueda 
ocasionar o esté ocasionando grandes pérdidas de 
vida humanas. Quedan incluidos entre estos daños 
el genocidio, las masacres, la depuración étnica, los 
crímenes de lesa humanidad, las violaciones del De-
recho internacional humanitario, el colapso de un 
Estado y las catástrofes naturales.

El tercer principio —la intención correcta— que-
da especificado en el párrafo 4.33, donde se estable-
ce que el propósito fundamental de la intervención 
debe ser atajar o evitar el sufrimiento humano y en 
ningún momento la modificación de las fronteras o 
el derrocamiento de un régimen o apoyo a las reivin-
dicaciones de autodeterminación de los grupos que 
se estén enfrentando al Estado. Además, para que 
la intervención pueda llevarse a cabo deben haberse 
agotado las medidas coercitivas de carácter económi-
co, político y diplomático y militares. 

Por medios proporcionales se entiende que la 
escala, duración e intensidad de la intervención mi-
litar debe tener el mínimo nivel necesario para lograr 
el objetivo humanitario propuesto, existiendo una 
proporción entre los medios y los fines. 

Posteriormente, en el párrafo 4.41 se define el 
concepto de posibilidades razonables, declarando 
que la acción militar sólo está justificada cuando se 
esté seguro de que no será más perjudicial que la in-
acción y que con ella se salvarán vidas civiles. 

Después de la intervención, la comunidad inter-
nacional sigue teniendo obligaciones como la conso-
lidación de la paz y seguridad y promover la reconci-
liación y el desarrollo de la zona que ha sido objeto 
de esas masacres, crímenes contra la humanidad etc. 
Todo esto está comprendido dentro del tercer ámbi-
to, la llamada responsabilidad de reconstruir. La CI-

ISE entiende que en la responsabilidad de proteger 
debe existir una voluntad real de ayudar a consolidar 
una paz duradera y promover la gobernanza y el desa-
rrollo sostenible, dedicándole los fondos y recursos 
que se crean adecuados y cooperando en este obje-
tivo con la población y autoridades locales, haciendo 
todo lo necesario y posible para evitar que vuelvan a 
darse las condiciones que produjeron esas situacio-
nes por las que se hizo necesario aplicar la respon-
sabilidad de proteger en primer lugar. Esta idea se 
apoya en el Artículo 76 de la Carta de las Naciones 
Unidas, según el cual las Naciones Unidas deben 
promover el adelanto político, económico, social y 
educativo de los habitantes del territorio en cues-
tión; promover el respeto a los derechos humanos; y 
asegurar tratamiento igual para todos los pueblos de 
las Naciones Unidas en materias de carácter social, 
económico y comercial, así como tratamiento igual 
en la administración de la justicia. (CIISE, 2001: 47) 

3.3.  Un mundo más seguro: la responsabilidad que 
compartimos.
Poco tiempo después de la publicación del in-

forme de la CIISE, Kofi Annan reunió a los políticos 
y expertos de alto rango de todo el mundo, incluyen-
do a Gareth Evans —ex copresidente de la CIISE— 
(Obenland y Pingeot, 2014: 16) y anunció la crea-
ción de un Grupo de Alto Nivel que tenía como fin 
examinar las nuevas amenazas globales en términos 
de seguridad y la reforma del sistema de las Nacio-
nes Unidas. El resultado fue el documento titulado 
“Un mundo más seguro: la responsabilidad que 
compartimos” publicado a finales de 2004, donde 
se planteaba un concepto de seguridad colectiva más 
amplio que el que había prevalecido desde el final de 
la Segunda Guerra Mundial, en el que se tenía en 
cuenta el concepto de soberanía dual y que era capaz 
de afrontar las nuevas amenazas y de tener en cuenta 
los intereses de todos los Estados (Zabaleta, 2014). 

En este documento, no sólo se trata la R2P en 
sus diferentes partes —sobre todo en la Parte III titu-
lada “La seguridad colectiva y el uso de la fuerza”—, 
también se expresa su apoyo a este concepto de for-
ma explícita:
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“Aprobamos la norma que se está imponiendo 
en el sentido de que existe una responsabilidad 
internacional colectiva de proteger, que el Con-
sejo de Seguridad puede ejercer autorizando la 
intervención militar como último recurso en caso 
de genocidio y otras matanzas en gran escala, 
de depuración étnica o de graves infracciones 
del derecho internacional humanitario que un 
gobierno soberano no haya podido o no haya 
querido prevenir” 

(AG, 2004: 63) 

A lo largo de este documento se reafirma lo ex-
puesto en el informe de la CIISE y se vuelve a hacer 
mención a los cambios acontecidos en las últimas 
décadas —tratados en el primer capítulo del presen-
te trabajo— y a cómo estos cambios hacen necesarias 
ciertas reformas en los organismos de las Naciones 
Unidas, concretamente en el Consejo de Seguridad, 
por ser el órgano encargado de la paz y seguridad in-
ternacionales. Estas reformas giran en torno a hacer 
del Consejo de Seguridad un órgano más democráti-
co y que rindiera mayor cuenta de su actuación. Para 
ello se plantean una serie de medidas como consi-
derar su ampliación, la institución de un sistema de 
“voto indicativo” en virtud del cual se pueda pedir 
una indicación pública de las posturas respecto de 
una decisión y mejorar el reglamento interno para 
que se incorporen y formalicen procesos para mejo-
rar la transparencia y la rendición de cuentas. (AG, 
2004: 75, 77).

Las conclusiones de este informe serán reco-
gidas posteriormente por Kofi Annan, que las de-
sarrollará en su informe “Un concepto más amplio 
de libertad: desarrollo, seguridad y derechos huma-
nos para todos” (AG, 2005a), que presentará a la 
Asamblea General en la primavera de 2005 ante la 
inminente Cumbre del Milenio que se produciría en 
septiembre de ese mismo año. Una vez más, en un 
documento de Naciones Unidas se hace hincapié en 
la necesidad de que la comunidad internacional actúe 
frente a los casos de genocidio o violación en masa de 
los derechos humanos. Precisamente, en el párrafo 
135 de este informe se puede leer (AG, 2005a):

“Debemos asumir la responsabilidad de pro-
teger y, cuando sea necesario, debemos actuar 
en consecuencia. Esa responsabilidad recae, 
primordialmente, en cada Estado, cuya prin-
cipal razón de ser y obligación es proteger a su 
población. Pero si las autoridades nacionales no 
están dispuestas a proteger a sus ciudadanos o 
no pueden hacerlo, se traslada a la comunidad 
internacional la responsabilidad de utilizar me-
dios diplomáticos, humanitarios y de otro tipo 
para ayudar a proteger los derechos humanos 
y el bienestar de la población civil. Cuando esos 
métodos parecen ser insuficientes, el Consejo de 
Seguridad, puede si lo exigen las circunstancias, 
decidir adoptar medidas al amparo de la Carta 
de las Naciones Unidas, incluso, si es necesario, 
medidas coercitivas”.

Si bien es cierto que Annan acopia todo lo ex-
puesto en los documentos anteriores, no menos 
cierto es que realiza algunas modificaciones. Auto-
res como Encarnación Fernández (2011), Obeland 
y Pingeot (2014) consideran que hay dos principa-
les. La primera sería la apelación al principio jurí-
dico de los crímenes contra la humanidad para de-
terminar qué acontecimientos pueden dar lugar al 
empleo de la fuerza cuando las amenazas no sean 
inminentes—éstas están recogidas en el Artículo 
51 de la Carta— sino latentes. Estaríamos hablando 
entonces de genocidio, depuración étnica y otros 
crímenes de lesa humanidad (AG, 2005a: 37). La 
segunda es la de no incluir la necesidad de modificar 
la Carta de las Naciones Unidas ni sus órganos, sino 
sugerir que los gobiernos deben “adoptar” la R2P 
y “ponerse de acuerdo para actuar en consecuen-
cia” (Obeland y Pingeot ,2014: 16). Según plantea 
el Secretario General en el párrafo 126, la tarea no 
consiste en encontrar alternativas al Consejo de Se-
guridad, sino en lograr que el Consejo funcione me-
jor (AG, 2005a: 37). Además Annan no contempla 
la opción de que un organismo regional pueda soli-
citar la autorización del Consejo ex post facto, sino 
que sería este órgano el único capaz de actuar. 
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Si realizamos un breve estudio comparativo de 
los dos textos mencionados en este apartado llega-
mos a la misma conclusión que Gutiérrez y Cervell 
(2014: 51-55), que indican que en ambos informes 
se respaldan en mayor o menor medida las propues-
tas de la CIISE y en los dos casos se pide al Consejo 
de Seguridad —entendido como autoridad compe-
tente— la adopción de una resolución en la que se 
incorporen todos estos elementos. 

3.4.  Cumbre Mundial de 2005.
En la Cumbre Mundial de 2005, específica-

mente en la reunión Plenaria de Alto Nivel del 60 
Periodo de Sesiones de la Asamblea General de Na-
ciones Unidas, celebrada del 14 al 16 de septiembre 
de ese mismo año, los jefes de gobierno consiguen 
materializar en papel por primera vez la aceptación 
de la responsabilidad de proteger en los puntos 138 
y 139 de la Declaración de la reunión de Alto nivel 
de la Asamblea General sobre el Estado del Derecho 
en los Planos Nacional e Internacional, aprobado 
por unanimidad como parte de la Resolución A/
RES/60/1(2005) (Gutiérrez y Cervell, 2014). En 
este documento vemos cómo se descarta concretar 
medios y procedimientos de actuación cuando el 
sistema previsto por la Carta no funcione correcta-
mente, limitándose a establecer:

“138. Cada Estado es responsable de proteger 
a su población del genocidio, los crímenes de 
guerra, la depuración étnica y los crímenes de 
lesa humanidad. Esa responsabilidad conlleva 
la prevención de dichos crímenes, incluida la 
incitación a su comisión, mediante la adopción 
de las medidas apropiadas y necesarias. Acepta-
mos esa responsabilidad y convenios en obrar 
en consecuencia. La comunidad internacional 
debe, según proceda, alentar y ayudar a los Es-
tados a ejercer esa responsabilidad y ayudar a 
las Naciones Unidas a establecer una capacidad 
de alerta temprana” 

“139. La comunidad internacional, por medio 
de las Naciones Unidas, tiene también la re-
sponsabilidad de utilizar los medios diplomáti-

cos, humanitarios y otros medios pacíficos apro-
piados, de conformidad con los Capítulos VI y 
VIII de la Carta, para ayudar a proteger a las 
poblaciones del genocidio, los crímenes de guer-
ra, la depuración étnica y los crímenes de lesa 
humanidad. En este contexto, estamos dispues-
tos a adoptar medidas colectivas, de manera 
oportuna y decisiva, por medio del Consejo de 
Seguridad, […] en colaboración con las organi-
zaciones regionales pertinentes cuando proceda, 
si los medios pacíficos resultan inadecuados y es 
evidente que las autoridades nacionales no pro-
tegen a su población […] Destacamos la necesi-
dad de que la Asamblea General siga examinan-
do la responsabilidad de proteger […], así como 
sus consecuencias, teniendo en cuenta los prin-
cipios de la Carta y el Derecho internacional. 
También tenemos intención de comprometernos, 
cuando sea necesario y apropiado, a ayudar a 
los Estados a crear capacidad para proteger a su 
población […] y a prestar asistencia[…]antes de 
que estallen las crisis y los conflictos.” 

Como se puede observar, el Documento Final 
no se remite a ningún informe anterior, por lo que se 
entiende que no ha asumido en su totalidad los con-
tenidos de los documentos anteriores, considerando 
a éstos unas meras líneas orientadoras del concep-
to “responsabilidad de proteger” (Añaños, 2009: 
168). Estas sospechas se confirman si tenemos en 
cuenta que no hace referencia ni a la posibilidad de 
obviar el veto en el Consejo de Seguridad cuando se 
tratasen de circunstancias especialmente graves, ni 
a la de que puedan darse aprobaciones ex post facto, 
aunque sí hable de un apoyo a la reforma del mismo 
para aumentar su eficiencia y transparencia. Del 
mismo modo, no se hace mención a la “responsabi-
lidad de reconstruir”, por lo que cabe preguntarse si 
ésta ha sido asumida dentro del concepto matriz de 
la responsabilidad de proteger o si, por el contrario, 
nos encontraríamos ante un concepto de R2P limita-
do a la prevención y reacción. 

Además, en este documento vuelve a delimitar-
se la responsabilidad de proteger a las poblaciones 
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del genocidio, los crímenes de guerra, la limpieza ét-
nica y los crímenes contra la humanidad, quedando 
así fundada en principios bien establecidos del De-
recho internacional vigente (Fernández, 2011: 98), 
relacionada a las normas consideradas erga omnes y 
de ius cogens. Lejos queda ya la concepción amplia 
de la R2P propuesta por la CIISE, en la que se in-
cluían todas las violaciones graves de los derechos 
humanos así como los desastres naturales. 

3.5.  Otros documentos.
El primer documento que encontramos en rela-

ción a la R2P tras la Cumbre Mundial de 2005 es la 
Resolución 1674 (2006) del Consejo de Seguridad 
“Protección de los civiles en los conflictos armados” 
en la que se respalda el contenido del Documento 
Final de 2005 a través de su cuarto párrafo. 

Dos años más tarde, concretamente el 15 de 
julio, el Secretario General Ban-Ki Moon realiza 
el discurso en la cumbre celebrada en Berlín sobre 
“Soberanía responsable: cooperación internacio-
nal para un mundo en cambio”, donde desafió a los 
miembros de las Naciones Unidas para traducir su 
compromiso de 2005 de “las palabras a los hechos” 
(Bellamy, 2010: 144). Este discursos supone, tam-
bién, el primer compromiso del Secretario General 
en la operacionalización efectiva de la responsabili-
dad de proteger, ya que en él declaraba la necesidad 
de crear un siginificado común de lo que se entendía 
por R2P, aclarando (Moon, 2008):

“no es un nuevo código para la intervención 
humanitaria. Más bien se construye en un con-
cepto más positivo y afirmativo de la soberanía 
como responsabilidad […] debería también dis-
tinguirse de su primo conceptual, la seguridad 
humana”. 

Menos de un año después presenta el informe 
“Hacer efectiva la responsabilidad de proteger” 
(AG, 2009), en el que se expone que los Estados 
están dispuestos a reconocer la R2P en su versión 
más limitada, es decir, aquella aprobada por la Cum-
bre de 2005, lo que implicaba relevar a un segundo 

plano las acciones que implican el uso de la fuerza y 
centrar sus esfuerzos en la responsabilidad de pre-
venir (Gutiérrez y Cervell, 2014: 69-70). Esto será 
apoyado por la Asamblea General en el debate ple-
nario sobre dicho informe en julio de ese mismo año 
(Fernández, 2011: 101). Nace así la R2P conocida 
como Estrategia 4+3 (IPI, 2009: 9-13), que recibe 
ese nombre por limitarse en su aplicación a las cua-
tro situaciones nombradas por el Documento Final 
de la Cumbre de 2005 y apoyarse en tres pilares 
(AG, 2009: 10-24): la responsabilidad del Estado 
de proteger a su población de esas cuatro situacio-
nes y en consecuencia, la necesidad de expandir la 
red de protección de los derechos humanos y el De-
recho internacional humanitario; la obligación de la 
comunidad internacional de asistir a los Estados en 
la consecución de ese objetivo mediante la coopera-
ción y, finalmente, la importancia de una respuesta a 
tiempo y decisiva para proteger a la población cuan-
do los Estados están fallando manifiestamente en ha-
cerlo, tratando de utilizar siempre medios pacíficos 
en primera instancia. 

Desde 2009 la Asamblea General convino en 
seguir examinando el concepto de responsabilidad 
de proteger, publicando de esta manera informes 
anuales que tratan de examinar los diversos aspectos 
del concepto y su aplicación (AG, 2013: 1). Por este 
motivo, el 14 de Julio de 2010 el Secretario General 
realiza su segundo informe: “Alerta temprana y eva-
luación y la Responsabilidad de Proteger” —Resolu-
ción A/64/864— en el que destaca la existencia de 
desajustes en los mecanismos de alerta temprana y 
evaluación en las Naciones Unidas, haciendo énfasis 
en la necesidad de continuar desarrollando la R2P 
en la Asamblea General de Naciones Unidas. 

Un año más tarde se hará el primer uso manifies-
to del concepto de responsabilidad de proteger con 
motivo del caso Libio, que veremos en el siguiente 
capítulo. En este mismo año el Secretario General 
elaborará su tercer informe “La función de los meca-
nismos regionales y subregionales para hacer efec-
tiva la responsabilidad de proteger”—Resolución 
A/65/877—, en el que abordará la cuestión de cada 
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uno de los tres pilares de la R2P en sus dimensiones 
regionales y sub-regionales, haciendo hincapié en la 
idea de que la opinión de los organismos regiona-
les y Estados vecinos al conflicto deberá ser tomada 
en cuenta por el Consejo de Seguridad, pero que en 
ningún momento éstos pueden actuar sin la aproba-
ción de este último (AG, 2011) 

En su siguiente informe “Responsabilidad de 
Proteger: respuesta contundente y oportuna” —Re-
solución A/766/874— se centrará en contestar a la 
pregunta de cómo responder a las amenazas o acon-
tecimientos relacionados con los crímenes de la R2P 
en todos los planos (local, nacional, regional e inter-
nacional) de manera eficaz y decisiva, analizando los 
instrumentos y asociaciones que pueden utilizarse 
en relación con la Carta, así como los modos de pro-
teger responsablemente. (AG, 2013: 2) 

En 2013 Ban-Ki Moon se centrará en el ám-
bito preventivo de la responsabilidad de proteger, 
evaluando las causas y la dinámica de los crímenes 
y violaciones contemplados por la R2P así como las 
medidas que pueden llevar a cabo los Estados para 
prevenir esos cuatro desastres humanitarios en el 
informe “La responsabilidad de proteger: Respon-
sabilidad del Estado y prevención”—Resolución 
A/67/929—. En él, remarcará que si bien los críme-
nes atroces tienen más probabilidades de ocurrir du-
rante los conflictos armados —sobre todo internos— 
, esto no significa que la prevención de los conflictos 
y la de las atrocidades sean sinónimos y centrarse 
exclusivamente en la prevención de los conflictos 
podría hacer que se pasaran por alto los crímenes 
atroces que ocurren fuera de los conflictos armados 
o que no están necesariamente relacionados con és-
tos. Por este motivo, la prevención de los crímenes 
atroces requiere esfuerzos continuos por parte de 
los Estados y que éstos colaboren con la comunidad 
internacional, ya que estos crímenes son procesos y 
no acontecimientos aislados. (AG, 2013: 3, 8 y 19). 

En este informe también destacan las referen-
cias a la situación que se está viviendo en Siria. 

Un año más tarde, se publica el sexto informe 
del Secretario general —Resolución A/68/947—, 
“Cumplimiento de nuestra responsabilidad colec-
tiva: asistencia internacional y la responsabilidad de 
proteger”. Éste se centrará en identificar a los diver-
sos actores, los enfoques y los principios para guiar 
los esfuerzos para ayudar a los Estados a través del 
estímulo, la creación de capacidades y la asistencia 
de protección (Naciones Unidas, n.d). En esta oca-
sión el Secretario General hablará de las cuestiones 
que giran en torno al segundo pilar de la R2P. 

Como hemos podido ver, la responsabilidad de 
proteger ha sido adoptada por la Asamblea General 
y, por tanto, por la comunidad internacional en su 
forma reducida y como concepto, no como norma, al 
no encontrarse recogida por ningún tratado interna-
cional. Por consiguiente, la R2P no tendría carácter 
vinculante, sino de soft law, siendo así una norma de 
peso moral con cierta fuerza política cuya aplicación 
y respeto dependería de los Estados. 

Podemos concluir así, que la existencia de un 
concepto de responsabilidad de proteger es claro. 
No obstante, no podemos afirmar lo mismo cuando 
nos referimos al alcance y contenido del mismo, lo 
que como señala Añaños (2009) acarreará proble-
mas de interpretación que se harán notorios en el 
momento de su implementación. Por este motivo, a 
continuación nos centraremos en la puesta en prác-
tica de la R2P, que tendrá lugar por primera y de mo-
mento única vez ante la crisis libia de 2011. 
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4.  La responsabilidad de proteger en la 
práctica. 

4.1.  La aplicación en Libia.
Para comprender por qué se aplica por primera 

vez en Libia el principio de la R2P es preciso realizar 
una breve contextualización del país en cuestión y 
sus relaciones internacionales.

Nos encontramos ante un país que contaba des-
de los años ochenta con el rechazo de la sociedad 
internacional con motivo de sus actividades como 
patrocinador del terrorismo internacional, sus viola-
ciones a los derechos humanos y el desarrollo de ar-
mas químicas y biológicas, lo que le lleva a no tener 
apenas aliados en la región Norte de África (Lobo, 
2012: 41). Sin embargo, el país africano había con-
seguido en los últimos años participar en los prin-
cipales organismos regionales e internacionales, 
recibiendo un trato cordial por parte de las grandes 
potencias, siendo el tercer proveedor de energía de 
la Unión Europea (UE)—que recibe el 90% de sus 
exportaciones de petróleo—, a pesar de ser un Esta-
do caracterizado por su gobierno autocrático y co-
rrupto, donde la población carece de libertades—de 
expresión e individuales—, la redistribución de la 
riqueza es muy desigual y la participación ciudada-
na en la vida política es casi nula, dado que el régi-
men de Gadafi prohibió en 1972 los partidos polí-
ticos y cualquier otra asociación con fines políticos 
(López-Jacoiste, 2011) . 

Esta situación cambió en el contexto de la Pri-
mavera Árabe, concretamente con la represión bru-
tal y desproporcionada por parte del gobierno ante 
las revueltas que se extendieron por el país en febre-
ro de 2011, donde centenares de ciudadanos murie-
ron a manos de las fuerzas de seguridad del Estado 
(Marrero, 2013: 128, 131-133). La reacción de la 
comunidad internacional no se hizo esperar y el 26 
de febrero se aprobaba en el Consejo de Seguridad 
la Resolución 1970 (2011), en la que se exigía el 
fin inmediato de la violencia y el respeto a los dere-
chos humanos y al Derecho internacional humani-

tario tras determinar que los ataques generalizados 
contra la población civil que estaban teniendo lugar 
constituían crímenes de lesa humanidad. Asimismo, 
se decretaban sanciones económicas y financieras 
así como el embargo de armas y la prohibición de 
viajar a determinadas personas contempladas en el 
Anexo I de la resolución, apoyándose en el Capítulo 
VII y el Artículo 41 de la Carta de las Naciones Uni-
das. Finalmente se remitía la cuestión al Fiscal de la 
Corte Penal Internacional y se establecía la creación 
de un Comité de Sanciones para, entre otras cosas, 
vigilar el cumplimiento de las medidas expuestas en 
ese documento y seguir la evolución de la situación. 
Es entonces cuando el Fiscal solicita a la Corte que 
emita una orden internacional de arresto contra 
Muamar Gadafi, así como contra su hijo Saif y el jefe 
de la Inteligencia, Abdulá al Senussi, por crímenes 
de lesa humanidad en sus modalidades de asesinato 
y persecución cometidos después del 15 de febrero 
en Libia (Villani, 2012: 56). 

Al poco tiempo se constató que la violencia no 
cesaba y que la Resolución 1970 no estaba siendo 
acatada por las autoridades libias, por lo que se pro-
cedió a dar el siguiente paso, y el 17 de marzo de 
ese mismo año el Consejo de Seguridad sentenció 
la Resolución 1973, auspiciada por Estados Uni-
dos, Reino Unido, Francia y Líbano, contando con 
el apoyo de la Liga de Estados Árabes, la Organiza-
ción de la Conferencia Islámica y la Unión Africana, 
y aprobada con diez votos a favor y la abstención de 
Alemania, Brasil, la Rep. Popular China, India y la 
Federación Rusa (Gutiérrez, C y Cervell, M, 2014). 
En ésta, se añade a las sanciones anteriores la pro-
hibición de los vuelos sobre el espacio aéreo libio, 
excluyendo los de carácter humanitario, además del 
establecimiento de una zona de exclusión aérea con 
el fin de fortalecer el cumplimiento del embargo de 
armas y evitar ataques aéreos contra la población ci-
vil. Es en este punto cuando autoriza a los Estados 
Miembros a que “adopten todas las medidas nece-
sarias para proteger a los civiles y las zonas pobladas 
por civiles que estén bajo amenaza de ataque” am-
parándose así en el principio de la R2P y haciendo 
efectivo por primera vez este concepto en su versión 
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reactiva, suponiendo un antes y después para el mis-
mo. En palabras de Bellamy (2011), fue la primera 
vez que el Consejo de Seguridad autorizaba el uso 
de la fuerza militar con el propósito de protección 
humana contra los deseos de un Estado en funcio-
namiento. No obstante, el Consejo de Seguridad 
ya había asumido la R2P en resoluciones anteriores 
como la 1674 (2006) y 1707 (2006) con relación 
al conflicto de Darfur (López-Jacoiste,2011: 110). 

Dos días después se iniciaría la operación Odi-
sea del Amanecer, integrada por las fuerzas de Esta-
dos Unidos, Francia, Reino Unido, Canadá e Italia, 
aunque la zona de exclusión aérea y el mando de la 
nueva operación —Protector Unificado— serían asu-
midas por la OTAN a finales de ese mismo mes. No 
obstante, como señala Arteaga (2011) en este caso 
la Alianza del Atlántico Norte no actúa como una 
alianza militar sino como una caja de herramientas a 
la que sus miembros recurren para desarrollar accio-
nes militares de su interés. Autores como Fernández 
(2011: 103) entienden que estas operaciones han 
ido en contra del párrafo cuatro de la Resolución 
1973 que prohibía categóricamente la ocupación 
militar de cualquier forma y en cualquier parte del 
territorio libio, cláusula que no figuraba en la pro-
puesta inicial de Francia, Reino Unido, Estados 
Unidos y Líbano.

Asimismo, cabe mencionar que si bien estas 
operaciones han servido para proteger a los civiles 
libios y facilitar la ayuda humanitaria, los hechos han 
constatado que también han servido para proteger a 
civiles armados y a militares rebeldes que son parte 
del conflicto interno, actuando así con parcialidad 
(Arteaga, 2011). El apoyo a las acciones de derroca-
miento del régimen libio mediante el asesoramiento 
militar y el suministro de armamento a los rebeldes, 
así como los ataques por parte de las fuerzas aliadas 
a edificios del gobierno (Gutiérrez y Cervell, 2014: 
89,92-93) han ido deslegitimado parte de la inter-
vención en Libia y han creado dudas sobre la natura-
leza de la intervención, o lo que es lo mismo, sobre 
si la R2P fue utilizada como excusa con el objetivo 
de provocar la caída del gobierno de Gadafi, yendo 

una vez más en contra de la resolución menciona-
da anteriormente (Villani, 2012: 65,67). Ésta es 
la opinión de Kuperman (2013), quien considera 
que la intervención en Libia no puede ser conside-
rada humanitaria, ya que se basa en la premisa fal-
sa de que la intervención de la OTAN tenía como 
objetivo principal la protección de los ciudadanos, 
cuando en sus propias palabras “habría sido en todo 
momento la de acabar con el gobierno de Gadafi”. 
Esta opinión es compartida por Hehir (2013), que 
considera que si bien la intervención es coherente 
con el espíritu de la R2P, debe ser vista como parte 
de las viejas respuestas del Consejo de Seguridad a 
las crisis interestatales de gran escala. 

Por otra parte, autores como Bellamy (2011) 
y Adams (2012) tienen una visión más positiva del 
caso libio, considerando —respectivamente— que las 
acciones militares en Libia constituyeron un ejemplo 
exitoso de intervención humanitaria y un momento 
histórico para la doctrina de la R2P, y que demos-
tró que la comunidad internacional puede actuar a 
tiempo ante los crímenes en masa cuando existe una 
voluntad política y capacidad operacional suficien-
tes. Pero, ¿Se puede considerar realmente a la in-
tervención en Libia humanitaria?, ¿Está enmarcada 
dentro de lo que se entiende por responsabilidad de 
proteger? Para responder a estas preguntas es nece-
sario ver si se han cumplido los seis “principios para 
la intervención militar” fijados por la CIISE. 

En lo que respecta al principio de causa jus-
ta, cabe mencionar que la situación en Libia era lo 
suficientemente grave como para justificar la inter-
vención dado que cientos de civiles estaban siendo 
asesinados por las fuerzas del gobierno, se estaban 
produciendo detenciones arbitrarias, desaparicio-
nes forzadas, torturas etc. (Lobo, 2012: 44) y los 
discursos del líder libio demostraban que la amenaza 
de que se produjesen atrocidades en masa era real e 
inminente (Bellamy, 2011: 5). En algunos de esos 
discursos se pronuncian frases como “Preparaos 
para esta noche[…] no vamos a mostrar ninguna mi-
sericordia ni compasión hacia ellos (los rebeldes)” 
además de llamamientos a sus simpatizantes para 
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que “salgan a limpiar la ciudad de Bengasi” (Tom 
Heneghan, 2011 en Hehir, 2013) 

Pasando ahora al de intención correcta, Pattison 
(2011: 273) mantiene que en los primeros estadios 
de la intervención el objetivo principal fue la protec-
ción de los civiles, como bien señalan las resolucio-
nes emitidas por el Consejo de Seguridad en relación 
al caso libio, por lo que podríamos entender que este 
principio se cumple. Sin embargo, como ya he men-
cionado en estas páginas, el cambio de estrategia 
posterior por parte de la OTAN en el que se busca 
el cambio de régimen ha provocado numerosas crí-
ticas e hizo que la intervención dejase de contar con 
el apoyo regional, como se vio en las manifestaciones 
de la Liga de Estados Árabes y de la Asamblea africa-
na, que expresaban su desaprobación a la interven-
ción y la creencia de que la misma complicaba la tran-
sición a la democracia en el país africano (Gutiérrez 
y Cervell, 2014: 98). Además, los intereses políticos 
y estratégicos de países como Francia han jugado un 
papel importante en esta intervención, lo que puede 
llegar a explicar el por qué se intervino en Libia y no 
en otros casos como el de Siria (Chomsky, 2011), 
como veremos en el siguiente punto de este trabajo. 
En suma, podemos afirmar que este criterio terminó 
por no cumplirse. No obstante, no sucede lo mismo 
con el criterio de último recurso, que se entiende que 
sí se cumple ya que fallaron las medidas preventivas, 
tales como la diplomacia de la Unión Africana, Liga 
de Estados Árabes y Naciones Unidas (Lobo, 2012: 
47), así como las expuestas por la Resolución 1970 
(Hehir y Murray, 2013: 30). De igual manera, el 
cuarto principio— medios proporcionales— también 
se cumple si tenemos en cuenta la atrocidad de los 
actos de Gadafi. 

En cuanto a las perspectivas razonables de éxi-
to encontramos posturas contradictorias. Por un 
lado, autores como Pattison (2011: 275) y Kinsman 
(2011 en Lobo,2012: 48) opinan que si se tienen en 
cuenta los recursos militares y no militares, así como 
la estrategia y el apoyo con los que contaba la inter-
vención y el hecho de que en Libia no encontramos 
divisiones religiosas y étnicas que pudiesen agravar 

la situación, es acertado decir que la operación tenía 
unas posibilidades razonables de éxito. Por el con-
trario, Fernández (2011: 109-110) asegura que 
en la intervención militar en Libia existió un error 
de cálculo en cuanto a la capacidad de proteger a la 
población con una operación militar internacional 
“mínima”, ya que después de la misma persistieron 
los ataques contra la población civil así como el con-
flicto armado entre el gobierno y los rebeldes. 

Finalmente, exponer que el principio de autori-
dad correcta se cumple sin que quepa lugar a duda, 
puesto que la Carta de las Naciones Unidas así como 
otros textos ya vistos en el capítulo tres del presente 
documento otorgan la autoridad al Consejo de Se-
guridad, órgano responsable de la resolución que 
permitió la intervención militar en Libia. 

En suma, la opinión generalizada es que la in-
tervención en Libia sí se puede considerar huma-
nitaria y dentro de la R2P, a pesar de que muchos 
entienden que se viola el principio de intención co-
rrecta, ya que en un conflicto armado interno de es-
tas características resulta inevitable tomar parte con-
tra los “enemigos de lo humanitario” y el cambio de 
régimen sería una consecuencia de la intervención y 
no un fin en sí mismo (Lobo, 2012: 49). Pese a esto, 
es digno de mención que esta situación se podría 
haber evitado si la comunidad internacional y el Es-
tado libio hubiesen centrado mayores esfuerzos en 
la prevención de las causas subyacentes al conflicto 
(López-Jacoiste, 2011). 

Volviendo ahora a la cronología del conflicto, 
señalar que el gobierno de Gadafi cayó en agosto 
de 2011 y el 16 de septiembre la Asamblea Gene-
ral reconoció a través de la Resolución 2009 —S/
RES/2009(2011)— al Consejo Nacional de Tran-
sición (CNT) como autoridad representativa de Li-
bia ante la comunidad internacional y establece una 
Misión de Apoyo de las Naciones Unidas en Libia 
(UNISML)—que continua en funcionamiento en el 
presente— con el designio de prestar asistencia y 
apoyo a los esfuerzos nacionales libios para restau-
rar la seguridad y orden públicos, el respeto a los 
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derechos humanos etc. Comienza así la fase de re-
construcción. Un mes más tarde, tras la muerte de 
Gadafi, el Consejo de Seguridad dio por finalizada la 
autorización para las misiones en este país y en con-
secuencia a las sanciones dispuestas en los párrafos 
cuatro y cinco de la Resolución 1973 (2011) a tra-
vés de la Resolución 2016.

Finalmente, el 7 de julio de 2012 el Consejo 
Nacional de Transición traspasó sus funciones al 
Consejo General Nacional, siendo elegido como 
presidente Muhammad Yusuf al-Maqarif (Gutiérrez 
y Cervell, 2014: 102). Aún así, la ONU sigue ocu-
pándose activamente de la cuestión libia y acogien-
do con preocupación las informaciones que recibe 
—como así ha manifestado en sus resoluciones e 
informes posteriores3— debido a la inestabilidad de 
sus instituciones y la fragmentación del país como 
consecuencia de la existencia de numerosas milicias 
cuasi-gubernamentales que desafían la autoridad del 
gobierno central. 

4.2.  La inaplicación en Siria. 
Aunque parecía que tras la Resolución 1973 

(2011) del Consejo de Seguridad nos encontrába-
mos ante una nueva fase en la evolución de la R2P 
donde ésta se afianzaba como práctica internacional 
ante los posibles crímenes en masa que se pudiesen 
desarrollar en la comunidad internacional, un análi-
sis pormenorizado del contexto global que envuelve 
al concepto así como de las crisis que se han vivido 
tras Libia, nos permite concluir que esa afirmación 
está muy lejos de la realidad. Muestra de ello es el 
caso sirio, que resulta tremendamente revelador si 
tenemos en cuenta la gravedad del mismo así como 
su desarrollo temporal, paralelo al conflicto libio. 
Por ello en las siguientes páginas se realizará un bre-
ve análisis comparativo entre ambas crisis, buscando 
que el lector pueda constatar el freno que ha supues-
to y las críticas que ha suscitado esto en la doctrina 
de la R2P. 

3  S/RES/2017(2011), S/RES/2022(2011), S/
RES/2040(2012), S/RES/2095(2013), S/RES/2144 
(2014), S/RES/2146 (2014), S/RES/2214(2015), S/
RES/2213(2015) y S/RES/2208(2015)

En el caso sirio también nos hallamos ante una 
respuesta abusiva por parte del gobierno, que ha su-
mido al país en una guerra civil que dura ya más de 
tres años, en los que los derechos fundamentales de 
los ciudadanos se han visto vulnerados y el número 
de víctimas mortales y refugiados dobla a los resul-
tantes del caso libio, ya que según las estimaciones 
el número de muertes en Siria ascendería a 100.000 
y los refugiados y desplazados se cuentan en millo-
nes (Chimni,2013). Ante esta situación la opinión 
pública y las organizaciones no gubernamentales no 
han dejado de demandar una respuesta contundente 
y eficaz de la sociedad internacional que se sustente 
en la R2P. No obstante, esta respuesta no ha llega-
do debido a las propias características de Siria y al 
constante veto de la Rep. Popular China y de la Fe-
deración Rusa a las resoluciones del Consejo de Se-
guridad en lo referente a la crisis que se está viviendo 
en este país. 

Estos casos se diferencian entre sí en que el sirio 
sí tiene aliados en la zona, como Irán y la Federación 
Rusa, gracias a las relaciones económicas y políticas 
que los unen (Ferrer, 2013). Además, su situación 
geográfica hace que la intervención militar sea muy 
compleja ya que implicaría entrar por tierra a través 
de Turquía, cuyo parlamento siempre ha sido reacio 
a prestar su territorio a intereses occidentales. A 
esto hay que sumarle que es un país altamente mili-
tarizado (Lobo, 2012: 49) en el que existen impor-
tantes divisiones internas, de ahí que con cualquier 
intervención se corra el riesgo de reforzar las posi-
bilidades de que ciertos grupos rebeldes alcancen 
el poder e implanten un régimen islámico de línea 
dura. 

Por todo esto se optó por llevar a cabo medidas 
político-diplomáticas con el objetivo de hacer desis-
tir de su actitud al régimen de Al-Assad. Estas medi-
das incluyeron: la retirada de los embajadores de los 
países de la UE en Siria, el cierre de las embajadas 
que tenía en el territorio la Liga Árabe y la expulsión 
de este país de la organización el 12 de noviembre 
de 2011, el envío del antiguo Secretario General 
Kofi Annan como Enviado Especial a la región para 
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ejercer labores de mediación—más tarde sustituido 
por Lakhadar Brahimi— etc. También se desarro-
llaron medidas económico-financieras, sobre todo 
por parte de la UE, que suspendió el Acuerdo de 
Cooperación que tenía con Siria desde 1977, vetó 
el comercio de oro y metales preciosos, congeló los 
activos del Banco Central Sirio en la Unión y prohi-
bió las importaciones de petróleo al territorio de la 
Unión, entre otras cosas. 

A pesar de poner en marcha las medidas enun-
ciadas anteriormente, la respuesta de la comunidad 
internacional ha sido tildada de débil y limitada de-
bido a la falta de consenso existente en el Consejo de 
Seguridad, Asamblea General e incluso en el mundo 
académico sobre cuál sería la respuesta adecuada, y 
al veto de la Federación Rusa y la Rep. Popular Chi-
na en el Consejo de Seguridad (Palacián,2012). El 
veto de estos dos miembros permanentes se debe a 
que la Rep. Popular China tiene una política tradi-
cional de no injerencia en los asuntos internos de los 
Estados soberanos y la Federación Rusa, por su par-
te, alegaba que se trataba de una cuestión interna y 
que, en tanto en cuanto las dos partes en el conflicto 
habían usado la violencia, no merecía consideración 
de amenaza para la paz y seguridad internacionales 
(Gutiérrez y Cervell, 2014: 111). Lo cierto, sin 
embargo, es que el uso de la R2P que se hizo en Li-
bia creó un problema para el concepto al hacer que 
los rusos y chinos se sintiesen engañados, como así 
puntualizó Annan (Nougayrede,2012). 

Para ilustrar las enormes implicaciones que ha 
tenido el caso libio para el concepto y su aplicación 
basta mencionar que no se ha intervenido en Siria 
a pesar de que la Comisión Internacional Indepen-
diente dedicada a investigar los hechos ocurridos en 
Siria desde marzo de 2011 afirmó que el gobierno 
había cometido violaciones generalizadas y sistemá-
ticas de los derechos humanos, y que existían bases 
razonables para creer que autoridades del gobierno 
habían cometido crímenes de lesa humanidad, con-
cluyendo que el gobierno sirio había fallado en su 
responsabilidad de proteger a la población (CIIS, 
2011a en Lobo,2012: 55). A esto hay que sumarle la 

utilización de armas químicas —que llevó a la aproba-
ción de la S/RES/2118 (2013)— y que la represión 
interna es superior a la constatada en Libia cuando 
se produjo la intervención (Arteaga, 2011). A pesar 
de ello, en las resoluciones no se alude expresamen-
te a la responsabilidad de proteger, aunque en ellas 
se inste a las autoridades sirias a respetar los dere-
chos humanos y a cumplir con las obligaciones que 
impone el derecho internacional (Bermejo, R y E, 
López-Jacoiste, 2013: 68). Es más, en el seno de la 
ONU aparecieron discrepancias respecto a la com-
prensión e implicaciones del concepto de la R2P 
tras lo sucedido en Libia. Muestra de ello es la nota 
entregada por la representante permanente de Bra-
sil —María Luiza Fernández— en el Consejo de Se-
guridad el 9 de noviembre de 2011 donde se señaló 
en base al concepto de “responsabilidad mientras 
se protege” mencionado por la presidenta Dilma 
Rousseuf en septiembre de ese mismo año, que los 
países en vías de desarrollo temían que la R2P se pu-
diese utilizar incorrectamente para fines diferentes 
de la protección de la población civil o se acudiese a 
la intervención militar apresuradamente, sin agotar 
primero las medidas pacíficas (Chimni,2013). 

En pocas palabras, a pesar de que una eventual 
intervención humanitaria en Siria respetaría los 
principios de causa justa y de último recurso ante 
el persistente fracaso de la diplomacia, no se prevé 
una futura intervención basada en la R2P, lo que ha 
llevado a numerosos autores a hablar de la muerte de 
este concepto. 
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5.  Debate en torno a la responsabilidad de 
proteger.
El concepto de R2P ha generado un intenso 

debate en el mundo académico, dividiéndolo en tres 
grupos: aquellos que lo defienden, los denominados 
“escépticos” y finalmente, los que lo critican. Las si-
guientes páginas tienen como objetivo exponer es-
tas tres posturas de forma breve y concisa, haciendo 
especial hincapié en las críticas y dificultades a los 
que se enfrenta este joven concepto. 

En primer lugar vamos a hablar de los defenso-
res de la R2P, quienes lo ven como un gran avance 
a pesar de admitir que todavía queda un camino por 
recorrer. Esta opinión es compartida por Bernard 
Kouchner, Diáz Barrado, Gareth Evans, Wheeler, 
Pattison y Bellamy, que tienen la creencia de que 
hay que centrarse en los derechos de las víctimas 
en lugar de los derechos de los intervenidos o inter-
ventores, ya que los Estados se han comprometido 
a respetar los diversos instrumentos internacionales 
de garantía y protección de los derechos humanos 
(Bellamy,2008: 619). Asimismo, defienden la le-
gitimidad y legalidad de la OTAN como actor capaz 
de intervenir en las situaciones donde se deba apli-
car la R2P por su enorme potencial en comparación 
con los actores regionales (Pattison, 2011). Whee-
ler (2000) defenderá también el papel del Consejo 
de Seguridad en contra de aquellos que le critican 
por la cuestión del veto —de la que hablaremos más 
adelante— argumentando que incluso si los Estados 
tuviesen motivos ocultos para intervenir, si se pone 
freno a la violencia masiva como consecuencia esto 
haría a la intervención legítima. 

Por su parte, Diaz Barrado (2012: 29) señalará 
que este concepto supone —en su concepción teóri-
ca— la aparición y aceptación de nuevas obligaciones 
internacionales en el marco del respeto al principio 
de no uso de la fuerza, consecuencia de la evolución 
del concepto de soberanía y de la propia comunidad 
internacional, por lo que no debe confundirse con 
las tradicionales “intervenciones humanitarias” ni 
considerarse una ramificación de las mismas. 

En un término medio se encuentran los escép-
ticos, que si bien no se oponen al concepto de R2P, 
consideran que no aporta ningún valor añadido ni 
innovación al Derecho internacional ni a las solucio-
nes ya existentes. Tanto Theresa Reinhold como Ai-
dan Hehir (2013) indican que los Estados son egoís-
tas y se guían por sus propios intereses y que la R2P 
simplemente apela a la moralidad de los Estados, 
lo que no es suficiente como para que estos varíen 
su comportamiento si no reciben ningún beneficio 
a cambio. Una de las argumentaciones que utilizan 
para defender esta postura es que los defensores del 
concepto y los documentos oficiales generados en el 
seno de las Naciones Unidas centran su enfoque en 
la prevención porque la R2P se ha mostrado incapaz 
de efectuar algún cambio en las leyes internaciona-
les, la estructura de las Naciones Unidas, generar 
consenso sobre la intervención etc., lo único que ha 
conseguido es hacer más difícil justificar la inacción. 
No obstante, Hehir (2013: 152-155) reconoce que 
los intereses nacionales de los Estados cambian, lo 
que facilita la incorporación de las preocupaciones 
humanitarias en un futuro y de los posibles cambios 
que vayan de su mano, aunque aún así la eficacia a 
largo plazo de la R2P seguiría estando en duda al ser 
un principio político más que una obligación legal. 

Finalmente, debemos hablar del conjunto de 
autores que ven la responsabilidad de proteger 
como un concepto que puede llegar a aumentar la 
violencia masiva en el siglo XXI si no es utilizado por 
los países occidentales de forma correcta. Algunos 
de los autores que constituyen el grupo de los críti-
cos son: Vassilis Fouskas, John Pilger, Naomi Klein, 
Noam Chomsky y Kuperman. 

La mayoría de las críticas dirigidas a este con-
cepto giran en torno a la cuestión de que éste va en 
contra de principios fundamentales de la Carta de 
las Naciones Unidas, tales como la igualdad sobe-
rana de los Estados, la no injerencia en los asuntos 
internos y la prohibición del uso de la fuerza, todos 
ellos principios clásicos del Derecho internacional 
sobre el que se sustenta el Derecho internacional 
moderno (Fernández, 2011: 80). 
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Comencemos hablando de la soberanía de los 
Estados, y es que como se ha expuesto en el capí-
tulo dedicado a los antecedentes de la R2P, este 
principio postula una nueva concepción de la so-
beranía, en la que ésta se amplía incluyendo así res-
ponsabilidades no sólo hacia los ciudadanos sino 
también hacia la comunidad internacional. Esta 
doble soberanía es la que ha sido criticada, siendo 
entendida como una puerta abierta a la interven-
ción de los Estados poderosos en los que no lo son 
sin que se pueda dar el caso contrario. Este argu-
mento quedaría anulado si tenemos en cuenta que 
esta noción de soberanía se construyó respetan-
do el Art. 2.1 de la Carta en el que se establece la 
igualdad soberana, correspondiendo a los Estados, 
en el marco de su poder soberano, el ejercer esta 
responsabilidad. Es decir, la responsabilidad de 
proteger no supone entonces un límite a los dere-
chos soberanos de los Estados, sino una afirmación 
y un refuerzo normativo del principio de igualdad 
soberana (Díaz, 2012: 20). 

En cuanto a la no injerencia, este principio se 
encuentra recogido fundamentalmente en el Art. 
2.7 de la Carta de Naciones Unidas, donde bási-
camente se establece que ningún Estado tiene el 
derecho de intervenir directa o indirectamente en 
los asuntos de cualquier otro Estado soberano. Sin 
embargo, quedan excluidas las medidas preescritas 
en el Capítulo VII de la Carta, a lo que se sujeta la 
R2P. Asimismo, como declara Espósito (2004), en 
casos de genocidio o crímenes similares el princi-
pio de no injerencia deja de tener sentido dentro 
de Estados que no puedan o no quieran proteger a 
su población, y dada la naturaleza que tendría esta 
intervención es justificable que la R2P no requiera 
el consentimiento del Estado afectado. 

Wheeler (2000: 12) también tratará esta cues-
tión, defendiendo que los Estados que violen masi-
vamente los derechos humanos deberían renunciar 
a su derecho a ser tratados como soberanos legí-
timos y que moralmente otros Estados tendrían el 
deber de usar la fuerza si fuese necesaria para dete-
ner esas situaciones. 

Paralelamente, la R2P es vista por los críticos 
de este concepto como un “caballo de Troya” que 
permitiría a los Estados poderosos legitimar su in-
terferencia en los asuntos de los débiles a través de 
intervenciones unilaterales (Bellamy, 2005 en Esté-
banez, 2015) y complacer así sus intereses y nece-
sidades nacionales —sobre todo energéticas— o sim-
plemente, para dar a la OTAN una razón para existir. 
En palabras de Chomsky (2009) “la responsabilidad 
de proteger no es más que la nueva doctrina del de-
recho imperial a intervenir, prima de la intervención 
humanitaria”.

Como se puede apreciar, el fantasma del colo-
nialismo y neocolianismo aún está presente en las 
relaciones internacionales para algunos autores. 

Pasando ahora a la prohibición del uso de la 
fuerza en las relaciones internacionales, decir que 
éste ya fue anticipado por el Pacto Brian-Kellogg de 
1928 y se encuentra recogido formalmente en los 
Artículos 2.4 y 51 de la Carta, siendo uno de los pi-
lares que sostiene la estructura de las Naciones Uni-
das y teniendo carácter de ius cogens (Fernández, 
2011: 80). 

Esta prohibición tiene dos excepciones que se 
encuentran contempladas en la Carta: la legitima de-
fensa y el sistema de seguridad colectiva del Capítulo 
VII, al que se viene haciendo referencia a lo largo de 
este trabajo. Como se ha podido ver, la parte reactiva 
de la R2P se escuda en estas dos excepciones, siendo 
entendida como el cumplimiento por parte de la co-
munidad internacional de su obligación de ejercer la 
legítima defensa de la humanidad (Zabaleta, 2014: 
9) una vez ha obtenido la aprobación del Consejo de 
Seguridad tras calificar a esa situación de “amenaza 
para la paz mundial” en base al Art. 39 de la Carta. 
Por tanto, la R2P encaja en el marco jurídico actual 
de la prohibición del uso de la fuerza en las relacio-
nes internacionales porque exige, obligatoriamente, 
que cualquier acción armada consecuencia del ejer-
cicio de la R2P esté fundamentada en una de las cau-
sas lícitas reconocidas por el Derecho internacional 
(Díaz, 2012: 32). Aún así, autores como Binder 
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(2009 en López-Jacoiste,2011: 125) continúan 
viendo esta doctrina como una imposición política 
del uso de la fuerza selectiva, al amparo de razones 
humanitarias. 

Dejando atrás la explicación de estos principios, 
señalar que una de las críticas que más se repite en el 
mundo académico sobre la R2P es la subordinación 
de este principio a la aprobación del Consejo de Se-
guridad y en consecuencia a los Estados con mayor 
poder —miembros permanentes—, que son capaces 
de vetar las resoluciones, haciendo que sus intereses 
primen por encima de los derechos humanos, entor-
peciendo así la aplicación efectiva de este principio. 
En otras palabras, la aplicación de la R2P está en 
manos de un órgano altamente político, por lo que 
no se puede esperar que las decisiones sean siempre 
correctas, sino arbitrarias y selectivas, (Chomsky, 
2005) lo que lleva a cuestionar si su autoridad es o 
no legítima. Por tanto, es la propia estructura orga-
nizativa de las Naciones Unidas la que necesita una 
reforma, ya que su estructura data de 1945 y no se 
corresponde con los importantes cambios geopolíti-
cos y económicos que han transformado la relación 
de poderes en el mundo ni con la emergencia de las 
organizaciones regionales (Palacián, 2014: 7). 

Ante el problema del veto y las críticas que éste 
suscitaba, el gobierno francés propuso a finales de 
2013 de la mano de su Jefe de Estado, su Ministro 
de Exteriores y el representante permanente adjun-
to de dicho país en las Naciones Unidas, la creación 
de un código de conducta entre los miembros per-
manentes del Consejo de Seguridad para que estos 
puedan renunciar colectivamente a su derecho de 
veto en el caso de crímenes masivos (AGNU, 2013 
en Gutiérrez, 2014). Este código no implicaría una 
modificación de la Carta e incluiría una cláusula de 
salvaguardia basada en la exclusión de los casos en 
los que un miembro permanente del Consejo de Se-
guridad considerase en peligro sus intereses vitales 
nacionales, como así hizo constar Laurent Fabius 
(2013). Pero, ¿Qué se entiende por “interés vital 
nacional”? Para definir esta figura con objetividad se 
ha sugerido la consulta previa a la Corte Internacio-

nal de Justicia, encargada de limitar la invocación de 
esta cláusula de salvaguarda a los casos en los que es-
tuviese en peligro la supervivencia misma del Estado 
(Gutiérrez, 2014: 20). 

Con este código de conducta se busca acabar 
con esas críticas y hacer del Consejo de Seguridad 
un órgano más transparente y ágil en sus decisiones. 
No obstante, cabe preguntarse si es realmente po-
sible que se acepte en el Consejo de Seguridad una 
medida como ésta. La doctora en Derechos Funda-
mentales Mª Cecilia Añaños (2009: 177) manifiesta 
que no y tilda la propuesta francesa de indeseable e 
ilusoria, pues Estados como la Federación Rusa y la 
Rep. Popular China no renunciarán al veto por un 
concepto como el de la “responsabilidad de prote-
ger” que les es sospechoso, entre otras cosas, por 
su fácil instrumentalización a mano de las grandes 
potencias occidentales. Sin embargo, en ese mismo 
documento, explica que es cierto que si el Consejo 
de Seguridad no se reformase, la R2P seguiría sien-
do aplicable solamente a países del Tercer Mundo 
o en confrontación con las potencias occidentales, 
cimentando así las relaciones verticales e injustas 
entre el Norte y el Sur, lo que iría en contra de los 
fundamentos de las Naciones Unidas y, sobre todo, 
del principio de igualdad soberana ya explicado. 

Otra de las opciones que se presentan para pa-
liar esta situación es la de asignar la capacidad de 
aprobar este tipo de intervenciones a la Asamblea 
General en lugar de al Consejo de Seguridad en 
primera instancia y no de forma supletoria, ya que 
es un órgano más representativo. No obstante, esta 
propuesta no resulta viable si tenemos en cuenta que 
la autoridad del Consejo de Seguridad proviene de la 
Carta de las Naciones Unidas. 

Por otra parte, otros críticos como Kuperman 
(2008) explican la nocividad de la R2P a través de lo 
que se ha llamado la Teoría del Riesgo Moral. Esta 
teoría considera que la R2P actúa como una póliza 
de seguros ya que los grupos rebeldes creen que la 
comunidad internacional va a ayudarlos a atacar al 
Estado, y en el caso de que no puedan luchar contra 
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el Estado, si este último les ataca, igualmente la co-
munidad internacional intervendrá para defenderles 
mediante una intervención humanitaria. En ambos 
casos el grupo rebelde aumenta sus posibilidades de 
ganar y en consecuencia la R2P aumenta la violencia 
masiva ya que fomenta involuntariamente la rebe-
lión mediante la reducción de su costo esperado y 
aumentando su probabilidad de éxito. 

Finalmente, la responsabilidad de proteger se 
encuentra ante la complejidad de pasar de la teoría 
a la práctica, es decir, volverse operativa. Esto se 
debe a la dificultad de determinar el momento y las 
circunstancias en las que se considera que un Esta-
do no está siendo “responsable” y que la comunidad 
internacional debe intervenir4 y si el fin que se pre-
tende alcanzar con la intervención es humanitario o 
se trata de fines como los expansivos, geoestratégi-
cos o económicos. De igual manera, como expone 
Añaños (2009: 174), la misma determinación de los 
crímenes está expuesta a una instancia política y por 
tanto a la apreciación subjetiva de la misma, por lo 
que para solventar estos problemas se haría necesa-
ria la creación de una comisión independiente que 
trabajase en estrecha colaboración con organismos 
ya existentes como el Consejo de Derechos Huma-
nos o la Oficina de Alerta Temprana, siendo releva-
da la activación del Consejo de Seguridad a última 
instancia cuando las soluciones diplomáticas se ha-
yan declarado insuficientes. 

4  A pesar de que en el párrafo 4.20 del documento “La 
responsabilidad de proteger” (CIISE:2011) se exponen 
una serie de situaciones en las cuales se entiende que se 
cumple el criterio de “causa justa”, en las resoluciones 
de la Asamblea General no encontramos ningún tipo de 
especificación explicita sobre cuales son esas situaciones 
ante las que la R2P debe ponerse en marcha y cuales me-
didas deben tomarse en cada caso. 
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6.  CONCLUSIONES.

La evolución de la comunidad internacional y 
de las relaciones internacionales a lo largo de la his-
toria y sobre todo tras el final de la Segunda Guerra 
Mundial, así como la aparición de nuevos fenómenos 
como la globalización y el avance de la tecnología —y 
en consecuencia la interrelación entre los Estados— 
han dado lugar a la evolución de los viejos conceptos 
de soberanía, seguridad etc. en los que el individuo 
ha ido escalando posiciones progresivamente hasta 
convertirse en el principal protagonista de los mis-
mos, situándose los derechos de los individuos sobre 
los derechos soberanos de los Estados. Esto explica 
la importancia del respeto de los derechos humanos 
y del Derecho internacional humanitario en la esfera 
internacional, y es que como señalaba Kofi Annan 
(A.G, 2005a: 6) “No tendremos desarrollo sin se-
guridad, no tendremos seguridad sin desarrollo y no 
tendremos ninguna de las dos cosas si no se respetan 
los derechos humanos”. 

La responsabilidad de proteger nace enton-
ces en el contexto actual del sistema de seguridad 
colectiva, como una respuesta a la necesidad de la 
comunidad internacional de evitar y poder solucio-
nar —en el caso de que se produjesen— las futuras 
amenazas para la paz y la seguridad internacionales 
consecuencia de las violaciones de los derechos hu-
manos y del Derecho internacional humanitario. En 
otras palabras, debido a factores como la relevancia 
de la opinión pública, la comunidad internacional no 
se podía permitir otra Ruanda, otra Somalia, volver 
a correr el riesgo de convertirse en cómplice al que-
darse inmóvil ante las grandes crisis humanitarias, 
aunque eso supusiese llegar al empleo de la fuerza 
con el objetivo de proteger a los civiles en el marco 
de los conflictos armados. Es por esto que se conci-
be la R2P como un principio que asigna la responsa-
bilidad principal de proteger a sus civiles al Estado y 
sólo de forma subsidiaria, cuando hubiese constan-
cia de que las autoridades estatales no estaban pro-
tegiendo a la población ante los crímenes de guerra, 
genocidio, crímenes de lesa humanidad y depura-
ciones étnicas, o eran las causantes de los mismos, 

podría intervenir la comunidad internacional sin 
que la soberanía de los Estados pudiese ser utilizada 
como un escudo que permitiese a los gobiernos que 
se produjeran esas atrocidades en el interior de sus 
fronteras. 

Una de las novedades que conlleva la responsa-
bilidad de proteger, y que la diferencia de la inter-
vención humanitaria, es el estar compuesta por tres 
responsabilidades o dimensiones diferentes: pre-
vención, reacción y reconstrucción. Así pues, la R2P 
no puede interpretarse como una mera aplicación de 
la fuerza, porque incluso en su dimensión reactiva la 
intervención militar es la última opción, siendo ne-
cesario que se agoten primero el resto de medidas 
recogidas en los documentos que se han tratado en 
el capítulo tres de este trabajo, a saber: despliegue 
de observadores, diferentes tipos de sanciones, cie-
rre de embajadas etc. Asimismo, un análisis porme-
norizado de este concepto nos permite afirmar que 
no cabe la menor duda de que la fase a la que se le 
ha otorgado una mayor importancia en los diferen-
tes documentos que hacen referencia a la R2P es a la 
prevención, y no sólo a corto plazo, sino también a la 
prevención estructural. Con esto se pretende actuar 
contra las causas profundas de las crisis y los con-
flictos, es decir, sobre la desigual distribución de los 
recursos, la represión política, la falta de derechos 
y libertades individuales, la desigualdad etc. ya que 
centrar la atención sobre las raíces de los conflictos 
es la mejor forma de evitar que se produzcan, y en 
caso de que se produjesen ser capaces de ofrecer una 
respuesta apropiada para cada situación. No obstan-
te, esto nos lleva a una de las críticas que tenemos 
que hacerle a la responsabilidad de proteger, y es la 
falta de claridad existente sobre qué acciones y me-
didas específicas deberían implantarse ante el riesgo 
de que se ocasionasen atrocidades en masa y cómo 
variarían de un caso a otro, ya que estamos hablando 
de crímenes distintos y no se les puede aplicar una 
misma fórmula a todos. De igual manera, para que 
la prevención sea realmente posible y efectiva, es 
necesario invertir mayores recursos y esfuerzos en 
ésta, así como colaborar estrechamente con las orga-
nizaciones regionales, que al encontrarse en la zona 
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tienen un mayor conocimiento sobre la realidad de 
esos países. Esta cooperación en pro de evitar que se 
produzcan estos crímenes contra la población civil, 
también resulta imprescindible en la dimensión re-
activa de la responsabilidad de proteger, sin que esto 
signifique que se apoye la propuesta de las aproba-
ciones ex post facto. 

Pasando así de la fase de previsión a la de reac-
ción, cabe señalar que si bien es cierto que el caso 
libio demostró que era posible actuar en nombre de 
la R2P, también mostró que hacerlo sin control no 
es aceptable, ya que una mala aplicación la misma en 
la práctica puede perjudicar la credibilidad del con-
cepto y obstaculizar su aplicación en otros casos fu-
turos, como así demostró su inaplicación en el caso 
sirio. Por este motivo, el futuro de la R2P depende 
de que se consiga llevar a la práctica este principio 
de forma correcta, sin que la actuación de la comu-
nidad internacional obedezca a los cálculos de cos-
te-beneficio que puedan hacer los Estados, sin que 
la responsabilidad de proteger sea utilizada como un 
pretexto para imponer unas preferencias políticas 
en el Estado intervenido, de que exista un mandato 
claro, de que quienes intervengan se limiten a pro-
teger a la población cumpliendo con lo acordado en 
la resolución que aprobase la intervención, de que 
se creen mecanismos e instituciones de control efi-
caz que eviten que se produzcan errores durante la 
aplicación de la R2P o de que ésta se aplique de for-
ma arbitraria o ilegítima. En definitiva, las Naciones 
Unidas deberían centrar sus esfuerzos en el diseño, 
creación y desarrollo de un marco de actuación para 
cada uno de los escenarios ante los que la responsa-
bilidad de proteger pudiese aplicarse. En este pro-
ceso de establecimiento de un marco de actuación, 
será imprescindible contar con el apoyo y participa-
ción de las organizaciones regionales y de los países 
del tercer mundo, ya que es en estas zonas donde 
existe un mayor número de probabilidades de que la 
R2P llegue a aplicarse y su participación aumentará 
la legitimidad de estas medidas y de la doctrina en 
su conjunto. Sólo así se conseguirá poner fin al des-
prestigio que ha sufrido la R2P tras su aplicación en 
Libia. 

De igual manera y como se ha señalado en el ca-
pítulo precedente, el uso abusivo e injustificado del 
derecho de veto de los cinco miembros permanen-
tes del Consejo de Seguridad—en este caso el de la 
Rep. Popular China y la Federación Rusa— ha dado 
lugar a que el sistema de autorización previsto por 
la Carta de las Naciones Unidas no resulte opera-
tivo. Y es que no debemos olvidar que la responsa-
bilidad de proteger fue aceptada por la comunidad 
internacional tras la aprobación del documento final 
de la Cumbre Mundial de 2005 —A/RES/60/1—, 
siendo así incorporada al marco de seguridad glo-
bal establecido en 1945, manteniendo la estructura 
subyacente de los órganos encargados de la misma. 
Además, la ONU es una organización integrada por 
193 Estados, y el hecho de que cinco de ellos tengan 
la capacidad de paralizar una resolución y con ello lo 
que desea la mayoría, resulta incongruente con los 
principios sobre los que se asienta esta organización 
así como con la idea de que las relaciones entre los 
Estados son horizontales y no verticales. En este 
punto, por tanto, estoy de acuerdo con la opinión de 
los críticos sobre la necesidad de que se reforme la 
estructura organizativa de las Naciones Unidas para 
adaptarla al contexto internacional actual. En otras 
palabras, si queremos garantías de que la responsa-
bilidad de proteger que la comunidad internacional 
aceptó con todos sus elementos, pueda ser aplicada 
en sus diferentes manifestaciones y en particular, en 
lo que a “responsabilidad de reaccionar” se refiere, 
es necesario reformar el sistema normativo vigen-
te en cuanto al derecho de veto, ya sea mediante la 
aceptación del código de conducta francés o lo que 
se ha empezado ha llamar la “responsabilidad de no 
vetar” o cualquier otra medida que regulase el uso 
del derecho de veto ante los genocidios, los críme-
nes de guerra, la depuración étnica y los crímenes 
de lesa humanidad. 

Por otra parte, es necesario recordar aquí que, 
aunque parece que la responsabilidad de reconstruir 
se ha ido obviando a medida que evolucionaba éste 
principio, resulta esencial ayudar a equilibrar y a es-
tablecer un sistema democrático en la zona en con-
flicto tras la finalización del mismo. Una buena re-



30

construcción supone un gran paso en la prevención, 
pues ayudará a evitar futuros escenarios conflictivos 
en la región. 

Todo esto nos lleva a preguntarnos ¿Qué futuro 
le espera a la responsabilidad de proteger? En base 
a las reflexiones anteriores, todo parece apuntar a 
que la R2P no volverá a ser aplicada, al menos en un 
futuro próximo, debido a su mala aplicación y a las 
consecuencias de la misma en el caso libio. Por lo 
tanto, la única forma de “revivir” el uso de la respon-
sabilidad de proteger sería que pasase de ser consi-
derada soft law a norma jurídica global de obligado 
cumplimiento, y para ello su aplicación debe ser co-
rrecta. Aún así, y a excepción del Acta Constitutiva 
de la Unión Africana, es muy poco probable que la 
mayoría de los Estados acepten la responsabilidad 
de proteger en un tratado internacional, siendo aún 
más improbable que este concepto sea considerado 
un Principio General del Derecho, por tanto sólo 
le quedaría convertirse en una norma de Derecho 
internacional mediante la costumbre internacional, 
siendo así Derecho consuetudinario. Sin embargo, 
y aunque no es mi intención volver una vez más al 
extenso debate sobre las modificaciones que debe-
rían hacerse en la Carta de las Naciones Unidas y en 
la propia organización, sí me permito aquí reiterar 
la necesidad de cambiar o el sistema de votación del 
Consejo de Seguridad regulando el veto, o la forma 
en la que las intervenciones son aprobadas, con el 
objetivo de que la responsabilidad de proteger tenga 
alguna posibilidad de volver a ser invocada. Para que 
esto sea posible es necesario que exista voluntad po-
lítica, y es que de no ser así tampoco parece probable 
que pueda convertirse en costumbre internacional, 
lo que nos llevaría a afirmar que la responsabilidad 
de proteger ha muerto. 
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8.  ANEXO

Definición de los crímenes recogidos por la R2P. 

Los crímenes ante los que se debe invocar la 
responsabilidad de proteger se encuentran defini-
dos en el Estatuto de Roma de 1998, instrumento 
constitutivo de la Corte Penal Internacional. 

El genocidio se encuentra recogido en el Ar-
tículo 6, siendo definido como “cualquier acción 
perpetrada con la voluntad de destruir total o par-
cialmente un grupo nacional, étnico, racial o religio-
so”. Entre esas acciones se encuentran: la matanza 
de miembros del grupo, lesión grave a la integridad 
física o mental de los miembros del grupo, impedir 
nacimientos en el seno del mismo, etc. Cabe men-
cionar que este crimen ya se definió con anteriori-
dad mediante la Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio de 1948 y el Esta-
tuto de Roma recoge esa definición. 

Por otro lado, los crímenes de lesa humanidad/
crímenes contra la humanidad son definidos en el 
Artículo 7.1 del mismo documento. En este caso 
hablamos de actos que atentan contra la integridad 
física y/o mental de la población civil, tales como el 
asesinato, exterminio, esclavitud, tortura, crímenes 
de carácter sexual, etc. que se produzcan de forma 
generalizada o sistemática, violando así gravemente 
los derechos humanos de esta población. 

El tercer crimen en masa al que hace alusión la 
R2P, los crímenes de guerra, se define en el Artículo 
8. En este artículo se expone que se entenderá por 
crímenes de guerra cualquier acto que: suponga una 
infracción grave de los Convenios de Ginebra de 
1949 y/o violaciones graves de las leyes del Dere-
cho internacional en los conflictos armados interna-
cionales. En otras palabras, son violaciones graves 
del Derecho internacional humanitario tales como: 
la tortura, tratos inhumanos, la destrucción o apro-
piación de bienes, los ataques contra la población 
civil, ataques contra infraestructuras civiles que no 
sean objetivos militares, etc. No puede aplicarse a 

los conflictos armados que no son de índole inter-
nacional, tales como las tensiones internas, motines, 
actos esporádicos y aislados de violencia etc. Sin 
embargo, si a nivel interno se está produciendo un 
conflicto armado prolongado entre las autoridades 
gubernamentales y grupos armados organizados o 
entre tales grupos, si se podrá entender como crí-
menes de guerra. 

Finalmente, la limpieza étnica, a diferencia de 
los otros tres crímenes, no tiene una definición legal 
formal. Aún así, se entiende de forma generalizada 
que se corresponde con aquellas acciones realizadas 
con el objetivo de eliminar de un territorio a la po-
blación civil de otro grupo étnico. Hablamos enton-
ces, de desplazamientos forzosos de un grupo étnico 
por parte de otro grupo, por lo que se entiende que 
la limpieza étnica sería una subcategoría de los crí-
menes de lesa humanidad, la persecución. 
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